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 Estudio introductorio 
 
 Mauricio I. Dussauge Laguna, Guillermo M. Cejudo y María del Carmen Pardo 
 

 La bibliografía sobre implementación de políticas públicas ha estado marcada desde sus inicios por dos obras fundamentales. Por un lado, el texto clásico de Jeffrey Pressman y Aaron Wildavsky, Implementación, que no sólo dio nombre al área de estudios, sino que delineó algunas de sus preguntas nodales, introdujo ideas fundamentales y, sobre todo, demostró la importancia central de la etapa de implementación en el proceso de las políticas públicas. El libro de Pressman y Wildavsky dio paso, además, a una literatura enfocada a investigar la “complejidad de la acción colectiva”, pensar el rediseño de esquemas de implementación más eficaces y plantear el problema del “control” desde la cúspide organizacional o el centro de gobierno. Por otro lado, el libro de Michael Lipsky, Street-Level Bureaucracy, invirtió el foco de atención de las discusiones sobre implementación para incluir en ellas el estudio de los servidores públicos que tienen un trato directo con los ciudadanos: los Street-Level Bureaucrats (usualmente abreviado como SLB); es decir, los burócratas de nivel de calle (en adelante, BNC), los servidores públicos de ventanilla o los encargados de los puntos de atención a los usuarios de trámites gubernamentales. En este sentido, la propuesta de Lipsky puso sobre la mesa la necesidad de estudiar las circunstancias laborales, los comportamientos y las actitudes de los burócratas que se encuentran al final de la cadena jerárquica. Así, mientras que el análisis de Pressman y Wildavsky destacó la importancia de las estructuras, los procedimientos y las organizaciones involucradas en los procesos de implementación, la contribución clave de Lipsky fue poner en el centro de la discusión el tema de la “discrecionalidad” que acompaña, de forma ineluctable, las acciones y decisiones de quienes implementan las políticas públicas en el día a día. 
 
 La presente antología incluye diez textos que han tratado de continuar (comprobar, matizar, criticar, refinar) las propuestas intelectuales, las aproximaciones conceptuales y las líneas de investigación originalmente esbozadas por Lipsky. Nuestro objetivo es complementar los contenidos de la primera antología sobre el desarrollo y estado actual de los estudios de implementación de políticas públicas, que incluye diversos textos sobre cómo han evolucionado los temas originalmente planteados por Pressman y Wildavsky. Consideramos que resultaba necesario dedicar una segunda antología a las burocracias de nivel de calle por varias razones: primero, a pesar de la importancia que el tema tiene en la investigación académica internacional sobre implementación de políticas públicas, en México y en toda la región latinoamericana son prácticamente inexistentes los estudios sobre esta categoría de servidores públicos y sobre la influencia que ejercen en la provisión de servicios públicos; segundo, la traducción de estos textos es pertinente no sólo por su calidad académica, sino porque nos ayudan a comprender mejor la relación entre el Estado (o sus gobiernos) y los ciudadanos en los lugares y momentos en donde las políticas públicas dejan de ser ideas, objetivos y aspiraciones generales para convertirse en servicios, apoyos, sanciones y demás acciones gubernamentales concretas. Por último, porque los conocimientos que la literatura académica ha acumulado en este campo respecto de cómo y por qué los implementadores a nivel de calle toman sus decisiones, se comportan de ciertas formas, se relacionan de manera (im)parcial con unos u otros individuos y, en fin, (in)cumplen los objetivos que se les han asignado, son útiles para comprender mejor el funcionamiento cotidiano de nuestras organizaciones y nuestros programas públicos. 
 
 Los trabajos sobre los BNC estudian un grupo específico de servidores públicos: aquellos que se encuentran en las ventanillas de atención al público, en los salones de las escuelas públicas, en los juzgados, en los hospitales públicos, en los escritorios en donde se analizan las solicitudes de los (potenciales) beneficiarios. Por consiguiente, los BNC son los policías de tránsito, las maestras, las enfermeras, los jueces, los trabajadores sociales, los inspectores sanitarios o de construcciones y demás personal operativo que trata cotidianamente con los estudiantes, los enfermos, los automovilistas, los beneficiarios de programas, los pensionados y un largo etcétera. 
 
 Las tareas de los BNC son, por supuesto, muy diversas (multar, dar clases, atender pacientes, definir sanciones legales, otorgar becas, dar apoyos gubernamentales) y quienes las desempeñan cuentan con formaciones técnicas y profesionales igualmente particulares. Sin embargo, dichas actividades también comparten una serie de atributos: se realizan cara a cara con los ciudadanos, se caracterizan por (inevitables) márgenes de discrecionalidad y se convierten en posibilidades reales de (re)formulación y no sólo de implementación de políticas. Por todo eso, este universo de servidores públicos amerita una discusión académica especializada. 
 
 A diferencia de los líderes políticos o gerenciales (encargados de establecer objetivos o lineamientos generales), de los mandos medios (responsables de coordinar la gestión de los programas públicos) o de los analistas de políticas (dedicados a definir los contenidos sustanciales de las políticas y regulaciones institucionales), los BNC son responsables de materializar todos los días los objetivos, lineamientos, programas, políticas o regulaciones de las instituciones públicas. Así, los BNC pasan la mayor parte de su tiempo literalmente “a nivel de calle”, para operar los programas, atender a clientes y usuarios, reaccionar ante las necesidades y exigencias de los beneficiarios; es decir, implementando las políticas públicas. 
 
 Para los ciudadanos, las acciones y decisiones de los BNC probablemente representan la cara más evidente e importante del Estado. A lo largo de su vida, muy pocos de ellos tratarán de manera directa con los secretarios de Estado o incluso con los directores generales de una u otra organización pública. Sin embargo, resulta casi imposible pensar en un ciudadano que no haya sido alumno de un maestro en una escuela pública, que no haya tenido que tratar con algún policía, que no haya sido vacunado por alguna enfermera en alguna clínica pública, o que no haya tramitado un pasaporte, una beca, una pensión alimenticia o un apoyo para la vejez con la ayuda de algún servidor público. En todos estos casos, el Estado actúa por medio de los BNC, quienes deciden cómo aplicar las indicaciones, reglas de operación y reglamentos existentes. Así, estos BNC son quienes le dan sentido y contenido sustantivo a la acción estatal. 
 
 Las decisiones de los BNC no se realizan, obviamente, en un vacío. Como ha discutido ampliamente la literatura sobre implementación (particularmente aquella alineada con el llamado enfoque top-down —de arriba hacia abajo— discutido en nuestra primera antología), siempre hay planes nacionales, programas sectoriales, reglamentos, lineamientos, reglas de operación, circulares, manuales, instrucciones de superiores jerárquicos y un sinfín de normas y criterios que delinean las grandes ambiciones y la lógica causal de la política pública en cuestión. Los BNC pueden y deben, por lo tanto, conocer los objetivos y características de las políticas y programas que les corresponde implementar: los contenidos temáticos de los planes de estudio, los horarios de atención a los pacientes, los artículos que definen la aplicación de una u otra multa, los criterios que deben cumplir los beneficiarios potenciales, las razones jurídicas para decidir un juicio a favor (o en contra) del demandante. En este sentido, el trabajo de los BNC suele estar regulado hasta el extremo, pues el objetivo (a veces implícito, a veces explícito) de las políticas públicas es asegurar un proceso de implementación homogéneo, equitativo e imparcial. 
 
 Y, sin embargo, las decisiones de los BNC son (tienen que ser) discrecionales por, al menos, dos razones. En primer lugar, porque el conjunto de normas legales y administrativas que circunscribe las actividades de los BNC, y que en principio busca aclarar los detalles de la implementación, en no pocas ocasiones acaba siendo un galimatías, algo enredado y hasta incomprensible. Los afanes centralizadores o controladores de los directivos, la necesidad de construir acuerdos político-legislativos, la minuciosidad de los diseñadores de políticas o la falta de experiencia en la materia pueden ser fuentes (una o todas a la vez) de vacíos, contradicciones, ambigüedades y demás espacios para la interpretación de quienes en última instancia son responsables de brindar servicios públicos a los usuarios. 
 
 En segundo lugar, la discrecionalidad se vuelve inevitable porque las políticas públicas, como las leyes, están pensadas para la generalidad y la igualdad: todos los alumnos, todos los beneficiarios, todos los juzgados deben ser atendidos de la misma forma, con base en los mismos criterios, de acuerdo con los mismos plazos, etc. El problema es que todos y cada uno de los ciudadanos son distintos. En consecuencia, requieren un trato diferenciado, que los BNC atiendan sus necesidades, condiciones, preocupaciones, faltas o incumplimientos de forma particular. Así, los BNC enfrentan todos los días la difícil y paradójica tarea de atender la heterogeneidad ciudadana a partir de la homogeneidad institucional. Por ello, desde la perspectiva de abajo hacia arriba o bottom-up, los procesos de implementación se tornan inevitablemente discrecionales. 
 
 Por supuesto, las consecuencias potenciales que dicha discrecionalidad puede llegar a tener en la vida de los ciudadanos es una cuestión que sólo puede conocerse al observar experiencias empíricas concretas. Por un lado, la discrecionalidad puede derivar en comportamientos arbitrarios, injustos e inequitativos. Los burócratas de ventanilla, por ejemplo, pueden hacerle la vida imposible a cualquiera por el más mínimo error en un formato, por un documento faltante, por llegar dos o tres minutos antes o después del horario de apertura o cierre de oficinas, etc. Por otro, los márgenes de discrecionalidad también hacen posibles los apoyos “fuera de la norma”: la maestra que reorganiza su programa de actividades para hacer una clase más amena, o que se queda voluntaria y gratuitamente más tarde para dar asesorías a los niños que están un poco atrasados en los cursos; el policía que decide no aplicar una infracción después de escuchar las explicaciones del automovilista; la trabajadora social que extiende un poco los plazos de recepción de documentos para atender al mayor número de personas posible. Así, la discrecionalidad puede traer lo mismo ventajas que desventajas, beneficios que perjuicios, aplicación estricta de la regla o flexibilidad que resulte en nuevas oportunidades para el ciudadano. 
 
 Puesto en otros términos, es imposible que las reglas y los planes prevean todos los posibles cursos de acción que tiene que seguir un servidor público, ni mucho menos todos los escenarios de decisión que se le pueden presentar. Pero es también indeseable: ni los superiores jerárquicos ni los ciudadanos esperan de los BNC la mera aplicación formalista de normas y procedimientos (¿quién no ha vivido una interacción con un servidor público que decide hacer todo by the book, sin entender matices, sin preocuparse por el mandato sustantivo, sin iniciativa y sin flexibilidad para acomodar las condiciones especiales de cada caso?). Cuando apelamos al “criterio” de los servidores públicos estamos, en última instancia, apelando al uso discrecional de la regla general porque así nos parece pertinente. 
 
 La inevitable discrecionalidad con la que los BNC desarrollan sus actividades no sólo tiene que ver con las tensiones entre las generalidades de la política pública vs. las especificidades de los ciudadanos, sino con las condiciones estructurales que enfrentan en sus ambientes de trabajo. Los BNC en general tienen que implementar las políticas y los programas a su cargo en entornos de recursos limitados: poco tiempo, capacitación insuficiente, oficinas en condiciones desventajosas, presupuestos restringidos. Además, los BNC se enfrentan con largas jornadas de trabajo, expectativas y exigencias ciudadanas siempre crecientes, e innumerables casos que, en lugar de acercarse a la norma, todo el tiempo requieren consideraciones particulares. Cualquiera que haya visitado una oficina del ministerio público, un juzgado o una clínica delegacional habrá notado los montones de expedientes por procesar o archivar y las pobres condiciones de las instalaciones públicas. Al mismo tiempo habrá observado las interminables filas de personas esperando su turno; situaciones que se repiten día tras día. 
 
 Frente a este desequilibrio entre los atributos de la oferta de servicios públicos y las presiones de la demanda ciudadana respecto de los mismos, los BNC se ven obligados a desarrollar comportamientos, estrategias, tips, que les permitan lidiar (coping) con sus complicados escenarios laborales. En el extremo, de acuerdo con la idea original de Lipsky, lo que se asume es una “mentalidad de procesamiento de usuarios”, por medio de la cual los BNC van lidiando con sus casos de la manera más eficiente posible para ellos: al catalogar, diferenciar, estereotipar, procesar primero a los clientes más sencillos, dejando para el final (o incluso ignorando) los casos más complicados. Pero los BNC pueden también afrontar sus pesadas cargas laborales y apoyar a los ciudadanos más necesitados, yendo más allá del deber para obtener mejores resultados y mayor satisfacción personal. 
 
 Por todo lo anterior, suele decirse que los comportamientos y las acciones del personal público a nivel de calle tienen implicaciones fundamentales para la implementación, pero también para el diseño de las políticas públicas. Al interpretar cómo deberían aplicar las normas, los criterios y las instrucciones que han leído o recibido, los BNC moldean los procesos de implementación: delimitan los grupos atendidos, ajustan los tiempos originalmente planteados, distribuyen los recursos según su valoración de los diversos casos, sancionan o compensan a uno u otro ciudadano con base en su experiencia profesional previa. En algunos casos, estas respuestas no son más que formas de dar sentido durante la etapa de implementación a una política pública ambigua, sin definiciones claras o acerca de la cual no hay lineamientos disponibles. En otros casos, los cambios en la implementación pueden llegar a desviarla del curso originalmente planteado: policías que se dedican a multar a cuanto automovilista haya cometido una infracción en lugar de asegurar un buen tránsito; enfermeras que atienden a los pacientes con base en su experiencia empírica acumulada y no de acuerdo con las políticas informadas con evidencia científica de la institución médica en la que laboran. Así, los implementadores a nivel de calle pueden convertirse, de facto, en los (re)formuladores de la política pública en cuestión. 
 
 Las acciones de los BNC se basan en su interpretación de los criterios y normas generales, en sus conocimientos especializados (como médicos, abogados, trabajadores sociales, inspectores) y en su experiencia práctica; pero también en sus muy personales (pre) juicios de valor. Los trabajadores en las oficinas públicas de atención ciudadana definen qué personas pueden brincarse la fila, cuáles merecen más o menos apoyo para llenar los formatos, quiénes ameritan recibir más o menos recursos públicos. Todo esto lo hacen a partir de sus percepciones y sus actitudes hacia los individuos que tienen frente a sí. En este sentido, los procesos de implementación no sólo tienen que ver con la eficiencia en la gestión de recursos o la eficacia en el logro de ciertos resultados. A nivel de calle, la implementación de políticas es, al mismo tiempo, impartición de justicia, (re)distribución de beneficios y castigos de acuerdo con las valoraciones que los BNC hacen al escuchar las historias de sus clientes y ponderar el tipo de respuesta apropiada o justa que las circunstancias ameritan. 
 
 Por todo lo anterior, los BNC tienen mucho más poder del que pudiera suponerse al tomar en cuenta su ubicación en la jerarquía organizacional o el tipo de funciones (rutinarias, administrativas, procedimentales) que muchos de ellos realizan. Sus decisiones pueden tener efectos muy considerables en la vida de los ciudadanos que tratan con ellos, particularmente aquellos de menores recursos (monetarios, escolares, de tiempo). Las consideraciones de un agente del ministerio público pueden minimizar la gravedad de un comportamiento delictivo o influir para que una persona sea sentenciada con prisión. Las asesorías académicas fuera de horario escolar por parte de una maestra pueden ayudar a que un estudiante con problemas no tenga que repetir el ciclo escolar. La valoración hecha por los operadores de programas sociales puede hacer más o menos expedita la entrega de apoyos gubernamentales a personas con las mismas características y necesidades. Los dictámenes sanitarios o de construcción de obras por parte de los inspectores pueden tener consecuencias graves y hasta fatales entre los comensales de un restaurante o en los futuros habitantes de un edificio. 
 
 El prominente lugar que ocupan los BNC en los procesos de implementación inmediatamente pone sobre la mesa otro tema clásico de las discusiones sobre administración y políticas públicas: el problema de la rendición de cuentas. La respuesta automática de los primeros teóricos de la implementación se encontraba en los mecanismos tradicionales de control administrativo: más procedimientos, más supervisión, más vigilancia, más control. En tiempos recientes, algunas de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación han permitido acentuar esta postura por medio de cámaras, esquemas automatizados y demás herramientas que permiten dar seguimiento en tiempo real a los comportamientos a nivel de calle. Por su parte, las tendencias neogerenciales de reforma han subrayado la necesidad de pasar de las técnicas de “comando y control” a las mediciones del desempeño: metas, indicadores, estándares, rankings. Los instrumentos de la gestión para resultados, apoyados también por nuevos sistemas de monitoreo y tableros de control de acceso en línea, han tratado de impulsar controles por competencia y comparación, más que por procedimientos. Aunque necesarias y pertinentes, ambas respuestas se quedan cortas ante la naturaleza del trabajo de los BNC: el aumento en las regulaciones y los controles administrativos multiplica, no disminuye, los márgenes de interpretación discrecional; el uso de metas e indicadores redirecciona, pero no elimina, los comportamientos que los servidores públicos desarrollan para manejar sus complejas actividades cotidianas. 
 
 La relación entre implementación a nivel de calle y rendición de cuentas es también compleja por otras razones. En ocasiones, los BNC no están de acuerdo con los objetivos o procedimientos de las políticas que deben implementar, ya sea por razones de ideología política, por justificaciones profesionales o por (des)motivaciones personales. Este desacuerdo puede llevarles a comportarse de formas distintas (cuando no francamente opuestas) a lo previsto en las normas, lo que da como resultado servicios, productos o efectos sociales igualmente distintos de los esperados. En algunos casos, las desviaciones entre lo planeado y lo realizado abre la puerta a procesos de ajuste, reflexión, aprendizaje y cambio en los contenidos y diseños de las políticas. Con ello, los servicios y programas públicos pueden refinarse y hacerse más humanos, eficaces, legítimos, en línea con los intereses generales de la sociedad. En otros casos, sin embargo, las brechas entre diseño e implementación, originadas en las resistencias de los BNC, pueden ir en contra tanto de las cadenas de mando burocrático, como de las prioridades políticas y gubernamentales de las autoridades electas democráticamente. 
 
 En síntesis, los BNC son actores clave tanto para la implementación de políticas públicas, como para su reformulación. Su capacidad de influir en la operación de los programas gubernamentales y en la vida de los ciudadanos con los que tienen un trato cotidiano (a veces incluso frecuente durante muchos años) no sólo es significativa, sino que es mucho más importante de lo que pudiera imaginarse al ubicarlos en los organigramas institucionales. Sus condiciones laborales, las ambigüedades que acompañan el desarrollo de sus actividades y las constantes presiones sociales que enfrentan son fuente de (pre)juicios personales, interpretaciones discrecionales y patrones de comportamiento no siempre predecibles, imparciales o justos, que resultan indispensables para cumplir con sus responsabilidades día con día. Todo esto trae consigo importantes riesgos en materia de rendición de cuentas, pues la discrecionalidad de los BNC puede convertirse fácilmente en arbitrariedad o injusticia, e incluso en un incremento de controles burocráticos o gerenciales. Ahora bien, sin referencias empíricas concretas o ejemplos específicos, resulta imposible saber hasta qué punto estos riesgos son parte de la normalidad burocrática o, por el contrario, representan sólo una de muchas posibilidades en el universo de procesos de implementación a nivel de calle, en donde también es claramente posible imaginar la presencia de servidores públicos que hacen su trabajo con compromiso, profesionalismo y vocación. 
 
 
 Sobre el contenido de este volumen 
 
 La antología empieza con el prólogo redactado por Michael Lipsky para la nueva edición de su libro clásico. Aunque el texto es breve, permite acercarse a las ideas centrales del autor: que el trabajo de los BNC está marcado por el tema de la discrecionalidad en su trato hacia los ciudadanos; que dichos servidores públicos enfrentan condiciones laborales sumamente complejas, relacionadas con la permanente falta de tiempo, información y recursos para atender todas las necesidades de sus clientes o usuarios, y que existe una tensión permanente entre, por un lado, las indicaciones y regulaciones detalladas que los BNC deben obedecer y, por el otro, las exigencias y necesidades particulares de cada asunto por atender. Lipsky argumenta que estas condiciones tienen consecuencias importantes, como son el desarrollo de una “mentalidad de procesamiento de masas” y el surgimiento de comportamientos para lidiar (coping behaviors) de una u otra forma con las difíciles circunstancias cotidianas a nivel de calle e, incluso, el desgaste psicológico y la desmotivación. Por otra parte, Lipsky sugiere que estas condiciones estructurales son comunes a todos los servidores públicos que tienen trato directo con los ciudadanos en ventanillas o a nivel de calle (policías, trabajadores sociales, maestros, jueces). Por consiguiente, sus propuestas teóricas nos permiten acercarnos a los ambientes en donde los ciudadanos tratan directamente con el Estado y los BNC se convierten de facto en (re)formuladores cotidianos de las políticas públicas que, en teoría, sólo les correspondería implementar. 
 
 El siguiente capítulo, de Steven Maynard-Moody y Shannon Portillo, ofrece una completa aproximación al estado del arte en el tema de la burocracia a nivel de calle. Después de ubicar la obra de Lipsky en el contexto de la literatura sobre implementación, los autores discuten las aportaciones de la teoría sobre BNC respecto de cinco ideas principales: el estatus de ventanilla o contacto directo con los ciudadanos, el permanente procesamiento de personas y casos, la discrecionalidad inherente en los procesos decisionales, la autonomía de los burócratas a nivel de calle como profesionales de su área y el papel que tienen como hacedores de política pública. Posteriormente, Maynard-Moody y Portillo discuten cómo la investigación ha tratado de ampliar las discusiones sobre BNC al redefinir el tipo de servidores públicos que pueden catalogarse como tales y debatir las transformaciones del sector público —como el surgimiento de reformas descentralizadoras o la influencia creciente de actores sociales— y sus consecuencias en el trabajo de los BNC; analizan también cómo la discrecionalidad puede derivar (o no) en decisiones injustas o inequitativas, identifican algunos patrones de decisión entre los diversos grupos de BNC y replantean en qué medida los BNC son formuladores de políticas más que implementadores. El capítulo concluye con algunos temas que consideran centrales para el desarrollo futuro de la literatura sobre el tema, como la rendición de cuentas o la necesidad de comprender mejor las acciones individuales (agency) que los servidores públicos demuestran a pesar de estar estructuralmente condicionados. 
 
 A diferencia de los dos primeros capítulos, que permiten obtener una visión global del tema, los ocho capítulos restantes profundizan en diversos aspectos del papel que desempeñan los BNC en el proceso de implementación de políticas públicas. El tercer capítulo, por ejemplo, ofrece un interesante análisis sobre lo que Steven Maynard-Moody y Michael Musheno llaman “narrativas en torno a la discrecionalidad”. De acuerdo con los autores, la visión que se tiene de los BNC generalmente parte de una narrativa de estos servidores públicos como “agentes del Estado” (state agents). En este sentido, la discrecionalidad de dichos actores no sólo es inevitable, sino que además suele aprovecharse para ventaja de ellos mismos: hacer su trabajo más fácil o más satisfactorio. Los BNC, además, son importantes tomadores de decisión, quienes (re)formulan las políticas públicas de acuerdo con sus juicios u opiniones personales. Frente a este escenario, sus superiores jerárquicos poco o nada pueden hacer para controlarlos y limitar sus comportamientos discrecionales. Sin embargo, Maynard-Moody y Musheno sugieren que los BNC en muchas ocasiones trabajan más bien como “agentes de los ciudadanos” (citizen agents). Así, muchos servidores públicos consideran que su trabajo principal es ayudar a la comunidad, resolver los problemas específicos de sus clientes, hacer un esfuerzo adicional para atender las necesidades concretas de personas con las que a veces mantienen una relación cotidiana de muchos años. Con base en interesantes viñetas de casos reales, los autores presentan un rico análisis de esta versión alternativa de los BNC, de cómo entienden sus márgenes de discrecionalidad, de cómo valoran el éxito de sus acciones, de sus identidades y sus relaciones con clientes y colegas, y de la manera pragmática en que toman decisiones para hacer realidad los objetivos mayores de las políticas que les corresponde implementar. 
 
 En el capítulo cuarto, Heather Hill señala que el principal problema en los procesos de implementación a nivel de calle no se encuentra en el tema de la discrecionalidad burocrática. Por el contrario, argumenta que el problema central suele originarse en la enorme ambigüedad que acompaña a las políticas públicas aprobadas. De acuerdo con Hill, las leyes y los grandes objetivos de política pública con frecuencia son resultado de negociaciones y consensos que, para llegar a buen puerto, deben apoyarse en generalidades. Ante este escenario, los BNC enfrentan el doble reto de dar sentido a las políticas que deben implementar, así como determinar cuáles podrían ser los mejores medios para hacerlo. Así, los BNC recurren a publicaciones profesionales, conferencias, redes de expertos, académicos, consultores y demás recursos externos que puedan ayudarlos a llenar de contenidos específicos las políticas públicas bajo su responsabilidad. Con base en el ejemplo de la aprobación de una política en materia de “policía comunitaria” en Estados Unidos, Hill muestra cómo los cuerpos policiacos tuvieron que compensar la falta de lineamientos o criterios claros de operación por medio de cursos de formación e intercambios de información con expertos externos que ellos mismos buscaron. 
 
 En el capítulo cinco, Peter J. May y Søren Winter presentan uno de los pocos estudios que se han hecho sobre las diferentes formas en que los políticos, los gerentes y los BNC influyen en la implementación de políticas públicas. Tomando como referencia el proceso de implementación de la política de empleo en los municipios daneses, May y Winter desarrollan un cuidadoso estudio cuantitativo para analizar hasta qué punto los BNC guían sus decisiones de acuerdo con los objetivos prioritarios de la política nacional. En sintonía con algunos estudios previos, los autores encuentran que los funcionarios municipales generalmente actúan en sintonía con las propuestas nacionales, si bien sus decisiones específicas están determinadas por su comprensión de los objetivos de la política y su formación profesional. Ahora bien, May y Winter también logran mostrar que los políticos pueden influir en los comportamientos de los BNC municipales por medio de ciertas señales: por ejemplo, qué tanto se interesan en los temas y en los casos en que parecerían existir divergencias entre los objetivos nacionales y los desempeños municipales. Asimismo, los autores sugieren que los gerentes públicos pueden influir en sus subordinados a nivel de calle en función de qué tanto supervisen su desempeño o cuánto les deleguen capacidad de decisión. 
 
 En el capítulo seis, Peter Hupe y Aurélien Buffat se proponen estudiar los procesos de implementación de políticas con base en el concepto de la “brecha de servicio público” (public service gap). De acuerdo con estos autores, el concepto permite comparar diversos escenarios de implementación a nivel de calle al analizar las diferencias entre, por un lado, el conjunto de requisitos o “prescripciones para la acción” (action prescriptions, como son las reglas administrativas, las normas profesionales o las expectativas sociales) y, por el otro, los apoyos o “recursos para la acción” (action resources, como son la capacitación, el tiempo, la información o los presupuestos). Hupe y Buffat argumentan que el concepto de “brecha del servicio público” permite incorporar las presiones del contexto y así comprender mejor cómo y por qué los BNC usan sus márgenes de discrecionalidad, por qué desarrollan ciertos tipos de comportamientos para lidiar con las situaciones que se les presentan y, posteriormente, para comparar las reacciones de dichos grupos de servidores públicos en diversos entornos nacionales. Los autores ilustran tres distintos escenarios de implementación (“hacer más con menos”, “hacer lo mismo con menos” y “hacer más con lo mismo”) usando los ejemplos de los trabajadores sociales estonios, los maestros franceses y los oficiales de impuestos suizos. 
 
 En el capítulo siete, Lars Tummers, Victor Bekkers, Evelien Venk y Michael Musheno ofrecen una interesante conceptualización del término lidiar (coping). De acuerdo con ellos, el término puede definirse como “los esfuerzos conductuales que los trabajadores de primera línea usan cuando interactúan con sus clientes para manejar, tolerar o reducir las exigencias y los conflictos internos y externos que enfrentan de manera cotidiana”. A partir de una revisión bibliográfica exhaustiva de la literatura sobre implementación de políticas a nivel de calle, Tummers y sus colegas desagregan el término lidiar en tres grandes familias conceptuales y una serie de “formas de lidiar” (ways of coping) relacionadas con las mismas. En primer lugar, los BNC pueden lidiar con su carga de trabajo “acercándose a los usuarios”, por ejemplo, usando recursos personales para ayudar lo más posible a los usuarios del servicio o trámite en cuestión. En segundo lugar, los BNC pueden “alejarse de los usuarios”, por ejemplo, al tratar de limitar el número de personas atendidas en un día con el argumento de que están muy ocupados. Por último, los BNC pueden “ponerse en contra de los usuarios”, por ejemplo, aplicando con rigidez innecesaria las regulaciones para la provisión de servicios. El texto de Tummers y sus colegas resulta particularmente útil porque ayuda a dar contenido a un término originalmente propuesto por Lipsky que, a pesar de estar presente en la literatura sobre BNC, hasta la fecha no se había especificado de forma precisa. 
 
 El capítulo ocho se aproxima al tema de la implementación a nivel de calle desde una perspectiva poco frecuentada: las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC). De acuerdo con Aurélien Buffat, es posible encontrar en la investigación visiones encontradas respecto de la influencia que las TIC llegan a tener sobre los márgenes de discrecionalidad de los BNC. Por un lado, algunos autores sugieren que las TIC reducen la discrecionalidad, pues gracias a las bases de datos y los sistemas de monitoreo en línea los supervisores pueden revisar con facilidad el desempeño de los BNC, incluyendo sus interacciones con los ciudadanos. En otros casos, la discrecionalidad simplemente desaparece de raíz, pues la existencia de las TIC sustituye a los servidores públicos (por ejemplo, los radares que vuelven innecesaria la presencia de policías de tránsito para determinar si se presentan excesos de velocidad o no). Por otro lado, hay algunos autores que sugieren que las TIC no eliminan del todo los márgenes de acción de los BNC, pues aun cuando los supervisores tengan más información sobre su desempeño, esto no quiere decir que consulten o analicen dicha información de manera sistemática. Además, numerosos servicios públicos siguen siendo personalizados (clases, atención médica) y muchas situaciones complejas necesariamente tienen que resolverse con base en el juicio experto de los BNC. Así, de manera sencilla e ilustrativa, Buffat pone sobre la mesa temas de investigación que seguramente ganarán terreno en el futuro dada la creciente vinculación entre servicios públicos y desarrollos tecnológicos. 
 
 En el capítulo nueve, Anat Gofen desarrolla un interesante análisis sobre las formas en que el comportamiento de los BNC puede llevar a divergencias en la implementación de las políticas públicas. La autora sugiere que existen diversas formas de divergencia entre las políticas originalmente planeadas y los procesos de implementación. Primero, las divergencias pueden atribuirse a motivaciones egoístas de los BNC o a su búsqueda para atender las necesidades de otros (sus clientes o su comunidad). Segundo, las divergencias pueden impulsarse de forma más o menos silenciosa o, por el contrario, de manera transparente y hasta deliberadamente pública. Tercero, las divergencias pueden vincularse a servidores públicos individuales o convertirse en patrones de comportamiento más o menos compartidos por ciertos grupos de BNC. Gofen argumenta que, si los BNC implementan colectiva y sistemáticamente una política pública en abierta divergencia respecto de sus objetivos iniciales, y demuestran además que sus comportamientos responden a preocupaciones sociales (y no personales o gremiales), la divergencia específica puede llegar a legitimarse y entonces convertirse en una fuente razonable de cambio en el diseño original de la política pública. 
 
 Cierra el libro un texto de Evelyn Brodkin, dedicado al tema de la rendición de cuentas en las organizaciones de nivel de calle. La autora nota que la discrecionalidad suele verse como la némesis de la rendición de cuentas, en particular en ámbitos como las burocracias a nivel de calle en donde las decisiones en general se basan en los criterios (en teoría) profesionales de los funcionarios, sin que sea posible realizar ejercicios exhaustivos de supervisión sobre los mismos. Brodkin argumenta que tanto los mecanismos tradicionales de rendición de cuentas (basados en el control), como los nuevos mecanismos asociados a la gestión por resultados (basados en metas de desempeño) enfrentan problemas para garantizar la rendición de cuentas. Esto se debe a que están pensados desde la perspectiva de los objetivos que la política pública desea alcanzar, y no desde las condiciones organizacionales en donde ésta se tiene que implementar. Por consiguiente, Brodkin subraya la importancia de realizar estudios cualitativos, etnográficos incluso, para entender en qué condiciones toman sus decisiones los BNC antes de juzgar si realmente actúan con responsabilidad o no, y por qué. 
 
 En conjunto, los textos incluidos en esta antología permiten acercarse a una bibliografía interesante e indispensable para comprehender el fenómeno de la implementación de políticas públicas. Como los párrafos anteriores dejan ver, hemos seleccionado textos que sintetizan las propuestas originales de Lipsky sobre los BNC, pero también aportaciones que tratan de ampliarlas a otros territorios conceptuales, metodológicos y empíricos. Los capítulos hablan tanto de las preocupaciones iniciales como de algunos de los debates más recientes. Asimismo, representan las diversas formas en que los académicos estudian la implementación de políticas públicas a nivel de calle: estudios etnográficos, análisis comparativos, aproximaciones estadísticas, elaboraciones conceptuales. 
 
 Por último, si bien el volumen ofrece numerosos ejemplos de Estados Unidos, país en donde surgió y más ha crecido esta literatura académica (como ha ocurrido en muchos otros temas), en realidad los textos incluyen una rica variedad de autores y de ejemplos empíricos de otros países como Francia, Dinamarca, Suiza e Israel. Por todo lo anterior, esperamos que los lectores encuentren en estas páginas un punto de partida tanto para comprender mejor los procesos de implementación de políticas públicas, como para impulsar reflexiones y estudios sobre los servidores públicos de nivel de calle que, en su trato cotidiano y directo con los ciudadanos, se convierten en los intermediarios fundamentales en la relación Estado-sociedad. 
 
  
 


 I. Dilemas del individuo en el servicio público* 
 
 Michael Lipsky** 
 

 Este libro es en parte una búsqueda del lugar que ocupan los individuos en los servicios públicos a los que llamo burócratas de nivel de calle. Estos servicios son las escuelas, los departamentos de policía y de asistencia social, los tribunales de primera instancia, los despachos de servicios legales y otras instituciones cuyos trabajadores interactúan con las personas y tienen amplias facultades discrecionales para otorgar beneficios o asignar sanciones públicas. 
 
 Es también una investigación sobre la estructura de uno de esos momentos importantes de la vida ciudadana. Al igual que conducir en carreteras interestatales, jugar en un parque público, votar, comer en un restaurante libre de humo, pagar impuestos y escuchar la radio pública nacional, las interacciones con las burocracias de nivel de calle son momentos en que los ciudadanos experimentan directamente al gobierno que han construido de forma indirecta. A diferencia de estas otras experiencias, los encuentros de los ciudadanos con las burocracias de nivel de calle no son tan sencillos, ya que implican interacciones complejas con trabajadores públicos que pueden tener un efecto profundo en los beneficios y sanciones a que se hagan acreedores. 
 
 Street-Level Bureaucracy se publicó originalmente en 1980 e incluía dos aseveraciones singulares. La primera era que ejercer la discrecionalidad era una tarea fundamental de gran parte de la labor de los profesores, trabajadores sociales, agentes de policía y otros trabajadores del sector público, que interactúan de forma regular con los ciudadanos en el desarrollo de su trabajo. Además, en general estos empleos no podrían llevarse a cabo si cumplieran los altos estándares de toma de decisiones en los diversos sectores, debido a que los trabajadores de nivel de calle no cuentan con el tiempo, la información u otros recursos necesarios para responder de forma adecuada a cada caso particular. En lugar de eso, los burócratas de nivel de calle realizan su difícil trabajo mediante la práctica de ciertas rutinas, así como a través de la simplificación psicológica de su medio ambiente y de su trato con el cliente en formas que influyen decididamente en los resultados de sus esfuerzos. La norma es el trato en masa del cliente y tiene repercusiones importantes en la calidad del contacto y los servicios. 
 
 Estas observaciones en sí mismas son de gran ayuda, y tienen profundas implicaciones en las políticas públicas. Sugieren que entender las políticas públicas en las burocracias de nivel de calle requiere un análisis sobre cómo las respuestas de trabajo no autorizadas de los burócratas de nivel de calle se mezclan con las normas y pronunciamientos de la agencia, y se suman a lo que en última instancia el público percibe como la forma de hacer las cosas de esa agencia. La segunda aseveración es que un trabajo tan diverso y sin relación aparente como aquel que desarrollan orientadores, jueces, agentes de la policía y trabajadores sociales era, en cierto grado, estructuralmente similar, por lo que podía compararse entre sí. La descripción de la prestación de los servicios públicos de los empleados que interactúan con el público, en términos de un pequeño número de características analíticas, dio lugar a una nueva forma de ver estas conocidas funciones públicas, así como la forma en que son similares y diferentes entre sí. 
 
 A pesar de lo diferentes que son estas ocupaciones podrían, por lo demás, verse como la manifestación de una paradoja medular que se materializa de varias maneras. Por un lado, el trabajo a menudo está extremadamente acotado por un guión con el fin de lograr objetivos de política que tienen su origen en el proceso político. Por otro, el trabajo requiere improvisación y capacidad de respuesta para cada caso particular. No sólo eso, sino que en general el público quiere que quienes administran los servicios públicos al menos estén dispuestos a identificar un caso especial, o que requiere un esfuerzo mayor de uno u otro tipo. 
 
 Básicamente, todos los grandes esfuerzos de reformas de los últimos treinta años dirigidos a mejorar el rendimiento o el control de los servicios públicos de nivel de calle pueden entenderse como intentos para manejar esta realidad aparentemente paradójica: cómo tratar a todos los ciudadanos por igual en sus demandas al gobierno y, al mismo tiempo, respuesta a cada caso individual cuando proceda. La frase “burocracia de nivel de calle” deja entrever esta contradicción. Burocracia implica un conjunto de reglas y estructuras de autoridad; de nivel de calle implica distancia del centro en donde se supone reside la autoridad. 
 
 En Street-Level Bureaucracy expongo la forma en que las personas experimentan las políticas públicas en ámbitos que son fundamentales para nuestro bienestar y sentido de comunidad. Con demasiada frecuencia leemos sobre la educación, la vigilancia policiaca, el trabajo social y otros servicios públicos básicos sin darnos cuenta de que no se nos ofrece una explicación concreta respecto a cómo estas políticas públicas surgieron de un conjunto de acciones separadas de muchos individuos, o cómo y por qué las acciones en cuestión se reproducen sistemáticamente a través del comportamiento de los individuos. 
 
 El libro se basa en observaciones sobre el comportamiento colectivo de las organizaciones del servicio público y propone una teoría acerca de la forma en que los trabajadores de las burocracias de nivel de calle experimentan su trabajo. Afirmo que las decisiones de los burócratas de nivel de calle y las rutinas que ponen en práctica, así como las estrategias que inventan para hacer frente a las incertidumbres y a las presiones de trabajo, se convierten efectivamente en las políticas públicas que realizan. Sostengo que la política pública no puede entenderse del todo como algo que diseña el Poder Legislativo o los despachos de los funcionarios de alto rango. Desde luego que estos espacios de toma de decisiones son importantes, pero no representan todo el panorama. A la variedad de ámbitos en donde se formulan las políticas hay que sumar las abarrotadas oficinas de los trabajadores de nivel de calle y su interacción diaria. Más aún, señalo que el conflicto de las políticas no se manifiesta sólo como una contienda entre grupos de interés, como hemos dado por sentado. Se encuentra también en la lucha entre trabajadores y ciudadanos que prestan o reciben servicios como usuarios. Por ejemplo, mucha gente está convencida de que los agentes de policía seleccionan a los afroamericanos de forma injusta para interrogarlos por cualquier motivo tan sólo por el color de su piel y sus características raciales. Los agentes de policía niegan emplear esta práctica y sugieren que si los negros son detenidos de manera desproporcionada es porque actúan en formas que legítimamente despiertan sospechas. Está claro que en la medida en que la discriminación racial existe, surge no de la política oficial o directamente de una orientación racial, sino de la forma en que las fuerzas policiacas aprovechan los poderes discrecionales conferidos por sus departamentos para utilizarlos contra ciertos estereotipos sociales. 
 
 De igual manera, sabemos que los servicios públicos en general favorecen a algunos usuarios sobre otros, a pesar de que las políticas oficiales han sido diseñadas para que todos reciban igual trato. Para entender cómo y por qué estas organizaciones actúan algunas veces en contra de sus propias reglas y objetivos, necesitamos conocer la forma en que los trabajadores de la institución perciben estas reglas, la libertad de acción con que cuentan para atender las solicitudes según su criterio, así como otras presiones a las que están sujetos. 
 
 Pocos trabajos merecen mayor respeto que aquellos que tienen que ver con el servicio público. Como ciudadanos, agradecemos a aquellas personas que instruyen a nuestros hijos, protegen la vida y las propiedades, administran nuestros recursos naturales y ayudan a los necesitados a acceder a los servicios sociales. Estas funciones se han convertido en sellos distintivos de sociedades inclusivas y prósperas en todo el mundo. Algunos de estos trabajos de nivel de calle gozan de un gran respeto y están bien remunerados. Otros, como los de algunos trabajadores sociales, tienen una posición más controvertida en la sociedad. Algunos operan en relativo anonimato, mientras que otros, como los agentes de policía y los trabajadores de protección del menor, encabezan las noticias por asuntos lamentables. Si un menor llegara a morir mientras se encuentra bajo los cuidados de protección, o se maltrata a un individuo durante su detención, todo el personal de esa agencia se hace acreedor a la crítica pública. 
 
 Una forma importante en la que los burócratas de nivel de calle experimentan su trabajo es en su lucha para que éste sea consecuente con su compromiso con el servicio público y con las altas expectativas que han albergado sobre sus respectivas carreras. La gente suele ingresar al servicio público porque desea servir a la comunidad. Los maestros, trabajadores sociales, abogados de oficio y agentes policiacos, en parte, buscan estas ocupaciones porque su labor es útil para la sociedad. No obstante, la propia la naturaleza de estas ocupaciones puede significar que estos empleados de la burocracia de nivel de calle encuentren que las funciones están muy lejos del concepto ideal de sus trabajos. Los salones de clase abarrotados, la gran cantidad de casos por atender y otras presiones por cargas de trabajo exageradas, se combinan con la angustia contagiosa de un público con pocos recursos y múltiples problemas, y acaban por frustrar sus ilusiones de convertirse en servidores públicos. 
 
 En condiciones ideales, y según su formación, los burócratas de nivel de calle deben responder a las necesidades y características individuales de cada persona que atienden. En la práctica, tienen que tratar con los clientes como grupo, ya que las normas de trabajo prohíben las respuestas individualizadas. Los maestros deben responder a las necesidades individuales de cada niño; en la práctica, tienen que desarrollar estrategias para manejar un salón de clases con muchos niños. Los agentes de la policía deben responder al caso que se les presenta; en la realidad, tienen que desarrollar técnicas para reconocer y responder a diversos tipos de confrontaciones, en especial, aquellas que amenazan su autoridad o representan un peligro. En el mejor de los casos, los burócratas de nivel de calle echan mano de métodos de procesamiento masivo que más o menos les permiten tratar con el público de manera justa, adecuada y cuidadosa. En el peor de los casos, ceden al favoritismo, los estereotipos, la comodidad y las conductas rutinarias, todo lo cual resulta útil para sus propios fines o los de la agencia. 
 
 Hacer concesiones en las prácticas y actitudes de trabajo con frecuencia se racionaliza como una mayor experiencia del empleado, su comprensión de las realidades prácticas y políticas, o su entendimiento más realista sobre la naturaleza del trabajo. Pero estas razones sólo resumen las limitaciones estructurales que prevalecen en las burocracias de servicios públicos. No son verdaderas en un sentido absoluto. El maestro que abandona psicológicamente su compromiso de enseñar a leer a cada niño puede sucumbir ante una evaluación privada del statu quo en la educación. Pero este compromiso no afecta el potencial de cada uno de los niños para aprender o la capacidad del maestro para instruir. Este potencial se mantiene intacto. Es el sistema educativo y la burocracia escolar lo que dice que los niños son de “lento” aprendizaje o que no están motivados, y que los maestros tienen que olvidar su propósito inicial de ser excelentes maestros para todos los niños. 
 
 De la misma manera, el sistema de justicia penal permite a los agentes de la policía acercarse impunemente a los jóvenes que están simplemente pasando el rato fuera de sus casas en un vecindario y catearlos en busca de armas o drogas, aun cuando no exista un motivo evidente que despierte sospecha aparte de su edad o su raza, y el propio vecindario. Los policías jóvenes saben que los jueces los apoyarán si los chicos afirman que los agentes plantaron la evidencia o inventaron su propia descripción sobre los hechos. Los funcionarios de los tribunales, jueces, fiscales y abogados de oficio colaboran cada año con el procesamiento masivo de un gran número de delincuentes juveniles nuevos y reincidentes, aunque siguen manteniendo el ideal de que todos pueden tener la oportunidad de defenderse de manera justa ante la corte, “un día completo y justo en el tribunal”. 
 
 Algunos burócratas de nivel de calle renuncian a sus puestos o sufren un desgaste laboral relativamente temprano en sus carreras. Los que se quedan, para estar seguros, muchas veces avanzan en sus puestos de trabajo y perfeccionan técnicas de atención y trato al público que logran un equilibrio aceptable entre las aspiraciones públicas del trabajo y las necesidades de lidiar con diferentes situaciones en el trabajo. Estos ajustes en sus hábitos y actitudes de trabajo podrían significar una menor expectativa de sí mismos, del público y del potencial de la política pública. En última instancia, estos ajustes permiten dar cabida a la idea de que el público recibe el mejor servicio posible que puede proporcionarse en las circunstancias imperantes. 
 
 La vida laboral de los burócratas de nivel de calle a menudo transcurre en este ambiente corrompido. Creen estar haciendo lo mejor que pueden en circunstancias adversas y desarrollan técnicas para rescatar los valores de servicio y de toma de decisiones dentro de los límites impuestos por la estructura del trabajo. Desarrollan ideas respecto a su trabajo y al público que reducen la brecha entre sus limitaciones personales y de trabajo y el servicio ideal. Estas prácticas y orientaciones del trabajo se mantienen incluso cuando contribuyen a la distorsión del servicio ideal o colocan al empleado en una posición de manipulación de los ciudadanos en nombre de las propias instituciones, de las cuales los individuos buscan apoyo o un trato justo. 
 
 ¿Deberían los maestros, policías y trabajadores sociales buscar otros trabajos en lugar de participar en prácticas que parecen distar mucho de ser las ideales? Esto significaría dejar al público en manos de otros a quienes tanto esto como el usuario les preocupan todavía menos. Esto significaría no sólo empezar de cero en una nueva carrera, sino también dejar atrás los aspectos satisfactorios de la labor a la que se dedicaron. 
 
 ¿Deberían quedarse en sus puestos y tratar de cambiar los procedimientos del servicio al cliente de sus instituciones? Este enfoque también es problemático, aunque es el camino que han adoptado muchos que han renunciado al servicio al público para ocupar puestos de gestión. En estos nuevos cargos, algunos se convertirán en reformadores y lucharán por lograr un cambio en la medida de sus posibilidades y acorde con los tiempos. Otros optarán por el statu quo. 
 
 La estructura de la burocracia de nivel de calle también se enfrenta a clientes con dilemas que influyen en las acciones que se realizan. Los usuarios de los servicios públicos, en su mayoría, no pueden elegir los servicios públicos a los que serán sometidos. Deben aceptar las escuelas, tribunales y fuerzas policiales de sus comunidades. Si son pobres, también tienen que aceptar los servicios de la comunidad relativos a la atención médica, ayuda financiera, subsidios de vivienda y otros programas sociales. Al acercarse a las instituciones que brindan estos servicios, deben encontrar un equilibrio entre hacer valer sus derechos como ciudadanos y ajustarse a los comportamientos de las agencias públicas hacia el usuario. Como ciudadanos, tienen que exigir todo aquello a lo que tienen derecho. Como individuos sujetos a la burocracia, deben moderar sus demandas de acuerdo con su evaluación de las limitaciones de las agencias públicas que controlan los beneficios y las sanciones. Aunque es evidente que muchas veces se hacen excepciones y se echa mano de recursos adicionales, los ciudadanos también están conscientes del alto e infructuoso costo que puede tener hacer valer sus derechos. 
 
 En asuntos de gran urgencia e importancia, como la atención médica, la educación, la justicia, la vivienda y los ingresos, el público espera de forma pasiva el apoyo y el trato justo por parte de las agencias públicas cuando la evidencia y la experiencia sugieren que sus expectativas se verán frustradas. Los dilemas de la acción pueden agudizarse si los ciudadanos son de bajos recursos, inmigrantes, o de un origen racial o étnico diferente del de los empleados públicos con los que interactúan. ¿Debo esperar mi turno y someterme a los procedimientos de la institución, a pesar de mis reservas? Corro el riesgo de no lograr que presten atención a mis necesidades y preocupaciones particulares. ¿Debo levantar la voz y exigir mis derechos? Corro el riesgo de enojar a los funcionarios porque desestabilizo el procedimiento normal de la oficina. 
 
 No es cualquier cosa lidiar con éxito con la rigidez de una oficina de nivel de calle. Prácticamente todos los trabajos implican ajustes en las rutinas de la práctica, retos que exigen mantener una actitud tranquila y reposada a pesar de las tareas repetitivas, así como también un compromiso entre las necesidades personales y las exigencias profesionales. A pesar de los muchos obstáculos para alcanzar una práctica eficaz que se describen en estas páginas, en muchas ocasiones los burócratas de nivel de calle logran encontrar un equilibrio satisfactorio entre las realidades del trabajo y la satisfacción personal. La sociedad es un lugar mucho mejor gracias a su capacidad para encontrar un equilibrio satisfactorio en su vida laboral. 
 
 Cuando escribí este libro, mi intención original era profundizar sobre los mecanismos para lidiar de los burócratas de nivel de calle. Al hacerlo puse de manifiesto la brecha que existe entre la realidad de la práctica y los ideales de servicio. Este enfoque ha demostrado su valor, a juzgar por la recepción que ha tenido el libro a lo largo de los años. Pero dio pie a olvidar una realidad importante: un gran número de personas en el servicio público asiste diariamente a empleos gratificantes y satisfactorios. Dan sus clases, llevan a cabo sus tareas y administran su carga de trabajo sin quejarse demasiado. El trabajo en estas organizaciones del servicio público se desarrolla, en general, de forma satisfactoria. En parte, esto se debe a que los empleados, los usuarios y el público en general no tienen grandes expectativas. Pero también sucede porque los empleados que atienden al público se las han ingeniado para hacer lo que ellos consideran un trabajo razonable con los recursos que tienen a su disposición. 
 
 ¿Cómo se puede conciliar una evaluación aguda de los dilemas de la burocracia de nivel de calle con la realidad de que a muchos maestros, si no es que a la mayoría de ellos, al igual que a los agentes de la policía y a los trabajadores sociales, les gusta su trabajo y lo hacen relativamente bien según los estándares de la comunidad? 
 
 Hay dos maneras de entender el término “burócrata de nivel de calle”. Una es compararlo con los servicios públicos con los que los ciudadanos normalmente interactúan. En este sentido, todos los maestros, agentes policiacos y trabajadores sociales de agencias públicas son burócratas de nivel de calle sin más matices. Ésta es la forma en que el término ha llegado a utilizarse en general. 
 
 Otra manera, que se me ocurrió originalmente, es definir la burocracia de nivel de calle como un empleo de cierto tipo en el servicio público, realizado en ciertas condiciones. En este segundo enfoque, los burócratas de nivel de calle interactúan con los ciudadanos durante sus labores y aplican su criterio para ejercer su autoridad; por añadidura, no pueden realizar el trabajo de acuerdo con las concepciones ideales de la práctica debido a las limitaciones de la propia estructura de trabajo. 
 
 Cuando escribí el libro, no pretendía insinuar que todos los trabajadores que interactúan con el público experimentan condiciones estresantes de trabajo. Conozco a maestros que con muy poco esfuerzo son capaces de atender a todos los niños de una escuela pequeña. Conozco a profesores de arte que no experimentan estrés alguno al dirigir a sus alumnos en el desarrollo de sus prácticas. Conozco a guardas forestales cuyas rutinas diarias requieren lidiar con el aburrimiento, entre otras cosas. 
 
 En esta segunda concepción del término, en otras palabras, no todo maestro, agente de policía o trabajador social público experimenta las presiones que afirmé que enfrentan por naturaleza los burócratas de nivel de calle. Los trabajadores que atienden al público y cuyos trabajos no incluyen demasiadas restricciones estructurales, de todas formas desarrollarán rutinas para responder a las necesidades de su labor. Pero no desarrollarán rutinas principalmente para lidiar con un ambiente de trabajo difícil. Si elegimos la segunda perspectiva, nos podemos dar cuenta de que no todos los trabajadores que atienden al público experimentan las presiones que analiza este libro. 
 
 Además, aunque muchos de los comportamientos para lidiar a nivel de calle pueden ampliar la brecha entre la política pública escrita y la que se pone en práctica, otros comportamientos reflejan compromisos aceptables entre los objetivos de la política dictada y las necesidades de los trabajadores de nivel de calle. No todos los mecanismos para lidiar alejan al trabajador de los objetivos de la institución. De hecho, los mejores trabajadores son los que cierran la brecha. 
 
 Tal vez es mejor imaginar una sucesión de experiencias laborales que comprendan desde las que son profundamente estresantes —y el servicio de calle es uno de ellos, ya que cuenta con pocos recursos—, hasta las que ofrecen un equilibrio razonable entre las exigencias del trabajo y una práctica con buenos resultados. El lugar de los empleados en esa secuencia podría cambiar con el tiempo, a medida que adquieren experiencia y varía el número de casos y tareas, o porque el propio lugar de trabajo adopta nuevos enfoques o interactúa con otros usuarios. Todos los burócratas de nivel de calle están expuestos a enfrentar circunstancias que pueden llevarlos a desarrollar mecanismos para lidiar alejados del ideal de servicio, pero no todos los empleados de calle lidian siempre con estos problemas. 
 
 Otra razón por la que muchos burócratas de nivel de calle pueden negociar la brecha entre la forma en que lidian con su trabajo y las expectativas del público, es que esas expectativas son considerablemente inferiores a las idóneas. Las expectativas del público pueden reproducir en una base social los compromisos que adoptan los burócratas de nivel de calle para atender a los usuarios de forma individual. 
 
 Esto puede explicarse en parte por el hecho de que la labor de los burócratas de nivel de calle normalmente no es visible para el público, así que ni los ciudadanos más perspicaces saben lo que sucede en cada una de las agencias. Del mismo modo, en la medida en que las expectativas generales respecto a los servicios públicos no se limiten a exigir un servicio eficaz y una administración honesta, probablemente se centrarán en una mejora gradual. Es decir, las esperanzas del público de un mejor desempeño por parte de la agencia probablemente se centrarán en pequeñas variaciones en los resultados del cliente o administrativos, y probablemente se basarán en parámetros limitados. Se tiende a hacer poco caso a los reformadores que continúan esperando servicios y resultados radicalmente mejores por percibirse como demasiado idealistas. 
 
 Queda un conjunto final de dilemas para los ciudadanos a quienes siempre se les pide evaluar los servicios públicos. Esto sucede en foros temáticos, tales como un referendo sobre un presupuesto escolar o una protesta contra los altos impuestos a la propiedad. También sucede en vagas expresiones de descontento con el sector público, como la famosa Carta de Derechos del Contribuyente de Colorado (Taxpayers’ Bill of Rights, Tabor), que desencadenó una drástica disminución de los servicios públicos hasta que los votantes lograron suspender la Tabor en 2005. Es cierto que las diversas iniciativas dirigidas a limitar el gasto estatal y local en las últimas décadas han sido entendidas como ataques contra la utilidad del gobierno. 
 
 ¿Cuáles son las alternativas de política? Cuando se han recortado todos los “sobrantes” de los presupuestos gubernamentales y todos los “residuos” se han eliminado, las opciones básicas siguen siendo: mayor automatización, sistematización y regulación de la interacción entre los empleados gubernamentales y los ciudadanos que requieren atención; dejarse llevar por la confusión actual que prefiere una disminución de los servicios y una mayor estandarización, en nombre de la rentabilidad y de los controles presupuestarios, o asegurar y restablecer la importancia de la interacción humana en los servicios que requieren discrecionalidad o interacción. 
 
 ¿Qué tanto se puede prescindir de la intervención humana en la enseñanza, los cuidados médicos, el orden público y los tribunales? El hecho es que necesitamos gente que tome decisiones y atienda a otros ciudadanos en los servicios públicos. Como sociedad, no estamos preparados para dejar que las decisiones sobre personas y la intervención discrecional estén a cargo de máquinas y formatos programados. No obstante, ¿cómo promover mayor atención hacia las funciones de intervención y discrecionales de los funcionarios de nivel de calle, ante el enorme y a menudo bien merecido descontento popular en cuanto a la eficacia y calidad de su trabajo? 
 
 En este libro procuro responder a estas interrogantes. No disculpo a las burocracias de nivel de calle ni sus deficiencias, ni tampoco hago un llamado para brindarles apoyo en la forma en que actualmente se encuentran estructuradas. Más bien, determino cuál es el problema que enfrentan los burócratas de nivel de calle en su estructura de trabajo, e intento identificar los entornos que pudieran brindar mayor apoyo a un sector público reconstituido y especializado en ofrecer un servicio adecuado y respetuoso a los ciudadanos —uno capaz de crear funcionarios eficaces—. En el desarrollo del marco de referencia de la burocracia de nivel de calle, identifico los elementos que tienen en común algunas ocupaciones aparentemente dispares, como la de los agentes del orden público y los trabajadores sociales. El análisis de la burocracia de nivel de calle nos ayuda a identificar cuáles son las características comunes en el procesamiento de personas y cuáles son exclusivas de los diferentes ambientes laborales donde se presentan. 
 
 Por otra parte, este enfoque fundamentalmente comparativo nos permite plantear interrogantes de forma sistemática sobre las diferencias aparentes en las diversas áreas. Por ejemplo, reconocer el hecho de que todas las burocracias de nivel de calle necesitan controlar al usuario pone en perspectiva el despliegue de fuerza que hace un agente de policía, y plantea preguntas sobre exactamente qué hace que el control sea un tema tan importante en el contexto del trabajo de los agentes del orden público. 
 
 Así como una de las contribuciones más importantes del concepto de profesionalismo es hacer posible la comprensión de las diferencias entre, por ejemplo, los médicos y las enfermeras, también el concepto de burocracia de nivel de calle debe fomentar la identificación de las diferencias importantes entre los servicios públicos y contribuir a entender las tendencias básicas que comparten. 
 
 Los burócratas de nivel de calle son importantes receptores de gasto público y representan un sector significativo de la actividad pública en el ámbito local. Los ciudadanos experimentan directamente al gobierno a través de ellos, y sus acciones representan las políticas dictadas por el gobierno en asuntos importantes. Empiezo por resumir la importancia de los burócratas de nivel de calle en la vida política moderna y explico cómo la sociedad piensa que estos funcionarios, que se ubican en los niveles inferiores, diseñan las políticas que en realidad se les encomienda seguir (parte I). Después abordo las características habituales del trabajo de nivel de calle y analizo las implicaciones de estas conclusiones para los resultados de los ciudadanos, el control de la organización y la satisfacción del funcionario mismo (parte II). 
 
 La utilidad del enfoque en la burocracia de nivel de calle sólo puede probarse en los esfuerzos por comprender si las características comunes del marco regulatorio dan lugar a resultados generales de comportamiento. Examino este asunto en lo que respecta a la tendencia de los servicios de nivel de calle a racionar y restringir los servicios, a controlar a los usuarios y la situación laboral, así como a desarrollar condicionamientos psicológicos para reducir la discrepancia entre las expectativas del funcionario y los resultados reales del servicio (parte III). En la siguiente sección presento una evaluación del efecto de la crisis fiscal en los burócratas de nivel de calle y un debate sobre las posibilidades de reforma y reconstrucción de estas funciones públicas cruciales (parte IV). 
 
 Los últimos capítulos pueden ser de particular interés para los lectores de esta nueva edición, ya que ofrecen una visión profunda de la evolución de los últimos treinta años. Por un lado, la idea de que las reformas en las profesiones podrían desempeñar un papel restaurador es más improbable en la actualidad que hace treinta años. Por otra, no ha habido cambios en las opciones de que dispone la sociedad para dirigir las burocracias de nivel de calle hacia una mayor capacidad de respuesta y responsabilidad democrática. También es digno de notar que continúa presente el tema de la crisis fiscal, que fue central en los debates sobre los recortes en los servicios públicos como consecuencia de los problemas fiscales de finales de la década de 1970. En el último capítulo, que fue escrito especialmente para esta edición, se examinan estos temas y se toma en consideración el reciente progreso de los servicios públicos. 
 
 
 
 * Texto publicado originalmente como introducción para el trigésimo aniversario, edición ampliada, de Michael Lipsky, Street-Level Bureaucracy. Dilemmas of the Individual in Public Services, Nueva York, Russell Sage Foundation, 2010, y se traduce con el permiso de Russell Sage Foundation. 
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 II. Teoría de la burocracia de nivel de calle* 
 
 Steven Maynard-Moody** y Shannon Portillo*** 
 

 Pocos libros transforman un campo. Treinta años después de la publicación de Street-Level Bureaucracy es difícil reconocer cuánto alteró Michael Lipsky (1980) nuestra manera de pensar acerca de la burocracia estadounidense. Muchas de las ideas que se convirtieron en la teoría de la burocracia de nivel de calle (TBNC) estaban presentes en la investigación, pero no se aplicaban a los trabajadores de primera línea. En la introducción a su libro ampliamente estudiado sobre casos de administración pública, Harold Stein (1952) descartó la idea de la administración neutral, describió las tensiones entre la ley y la práctica y las organizaciones formales e informales, e insistió en una visión sólida de los administradores como elaboradores de políticas. Sin embargo, ni Stein ni otros estudiosos reconocieron en ningún momento el papel único del personal de primera línea; ninguno de los casos abordaba los dilemas de la burocracia de nivel de calle. De manera similar, Dwight Waldo (1948) y Herbert Simon (1946) callaron sobre los retos normativos y las demandas rutinarias del trabajo a nivel de calle. Aunque se publicó sólo un año antes que Street-Level Bureaucracy, el libro Implementation, de Jeffrey Pressman y Aaron Wildavsky (1979), exploró las complicaciones de los regímenes de política intergubernamentales y describió la manera en que la red compleja de jugadores, intereses y estrategias enmaraña el proceso de las políticas. Sin embargo, Pressman y Wildavsky pasaron por alto el papel del personal de primera línea, al que Lipsky llama el “elaborador final de las políticas”. 
 
 Además, antes de que Lipsky presentara la TBNC, los estudiosos de la administración pública tenían una opinión distinta sobre las burocracias públicas y el Estado administrativo. Como señaló Dorothy Smith (1965: 381-382), “el ejercicio de un control significativo sobre la política por parte de grupos subordinados es una excepción notable a las teorías establecidas acerca del poder en las organizaciones de gran escala”. En general, se veía al personal de primera línea como carente de poder. Los investigadores se preocupaban más por los funcionarios y los burócratas sin rostro (Hummel, 1982), que por los juicios discrecionales del personal de primera línea empoderado (Maynard-Moody, Musheno y Palumbo, 1990). En cambio, la TBNC de Lipsky colocaba los dilemas de la discrecionalidad, el juicio y el poder de los trabajadores de primera línea en el centro de nuestro entendimiento de la burocracia y del Estado administrativo. Una señal de este cambio fue la publicación en 1989 del libro Bureaucracy, de James Q. Wilson que, a diferencia de los textos anteriores, ponía mucho énfasis en el papel y la influencia de los operadores de primera línea o burócratas de nivel de calle. 
 
 La aportación fundamental de la TBNC, que cuarenta años después sigue siendo un descubrimiento provocador, es que las políticas, los prospectos y los peligros potenciales de la discrecionalidad y el juicio administrativos penetran hasta los puntos de primera línea del gobierno. Realmente la discrecionalidad y el juicio pueden ser más reveladores y problemáticos en los puntos de primera línea que en las oficinas de los altos ejecutivos. 
 
 En el proceso, la discrecionalidad y el juicio en los puntos de primera línea presentan desafíos aún mayores para nuestras creencias en el control democrático sobre la burocracia y el Estado de derecho. Como escribe Joel Handler (1990: 3-4): 
  
 A pesar de las montañas de legislación, reglas, regulaciones y órdenes administrativas, la mayoría de los sistemas administrativos grandes y complejos están determinados por la discrecionalidad, desde los elaboradores de políticas del más alto nivel hasta el personal de primera línea: los inspectores, los trabajadores sociales, los funcionarios de ingresos, los policías, los maestros, el personal de salud e incluso los oficinistas. La manera en que interpretan las reglas, escuchan las explicaciones, ayudan al ciudadano o permanecen indiferentes, afecta el contenido y la calidad del encuentro, un encuentro que se hace cada vez más importante a causa de nuestra dependencia generalizada del Estado moderno. 
 
 
 Por lo tanto, nuestro argumento consta de tres partes. Primero, como se señaló, las obras fundacionales de Lipsky y sus colegas ofrecen observaciones que han alterado fundamentalmente la manera en que entendemos la racionalidad burocrática en las organizaciones y que han puesto de cabeza las nociones tradicionales de la jerarquía y el cumplimiento de reglas en las agencias públicas. En segundo lugar, gran parte del trabajo sobre la burocracia de nivel de calle que se desarrolló después del hallazgo de Lipsky se dedicó a explorar el uso y el abuso de la discrecionalidad. Esta obra ha seguido desafiando las nociones convencionales y simplistas de la racionalidad jerárquica en la burocracia estadounidense. Sin embargo, la mayoría de la bibliografía actual sobre la burocracia de nivel de calle no presenta la discrecionalidad como una propuesta de todo o nada; en lugar de ello, la discrecionalidad se ve como estructurada por organizaciones e instituciones sociales regidas por reglas. Por último, argumentamos que la investigación futura sobre la TBNC debe dejar atrás la falsa distinción que se mantiene hasta la fecha entre la discrecionalidad a nivel de calle y la implementación basada en reglas. En cambio, se necesita una investigación enfocada en la manera en que la discrecionalidad está integrada dentro del contexto de las rutinas, las ideologías de la práctica, el cumplimiento de reglas y la ley. 
 
 Para apoyar estos argumentos empezamos por revisar las obras fundamentales de la TBNC escritas a finales de la década de 1970 y principios de la de 1980 por Lipsky y sus colegas. A partir de esta revisión de la literatura fundamental destacamos las características esenciales relacionadas con la situación del trabajo, mismas que facilitan el reconocimiento de las bases del poder organizacional y de la elaboración de políticas propuesto por los teóricos tempranos de la burocracia de nivel de calle. Con este contexto histórico revisamos los desarrollos, las extensiones y las elaboraciones de la TBNC que se han producido durante los últimos treinta años. Con base en esta revisión concluimos con una descripción de varios asuntos y tendencias actuales en la investigación de la TBNC, que parecen ser los más desafiantes y valiosos para tratar en la investigación futura. 
 
 
 Obras fundacionales: El surgimiento de la teoría de la burocracia de nivel de calle 
 
 El libro de Michael Lipsky, Street-Level Bureaucracy, publicado por primera vez en 1980, sigue siendo la obra fundacional de la TBNC.1 Aunque no fue la primera expresión del papel central de los funcionarios públicos de primera línea en el entendimiento de la implementación de políticas (véase Lipsky, 1970, 1976, 1978), este libro sigue siendo la expresión más completa de esta teoría. Como tal, es una lectura esencial hoy. Aunque su alcance no es tan amplio, otras obras fundacionales son People-Processing2 de Jeffrey Prottas (1979) y Working the Street3 de Michael Brown (1981). 
 
 La TBNC parte del contexto organizacional del trabajo. En el prefacio de su libro, Lipsky (1980: xv) afirmó lo siguiente: “ubico los problemas de los burócratas de nivel de calle en la estructura de su trabajo”. Para entender a los trabajadores de nivel de calle y su influencia en la vida de los clientes y ciudadanos y en la implementación de la política pública, Lipsky y sus colegas se fijaron en su posición en la base de grandes burocracias públicas y en su lugar en la frontera entre el Estado y los ciudadanos. Para entender cómo toman decisiones y actúan los oficiales de policía, los trabajadores sociales, los maestros y otros, la TBNC los sitúa en su contexto organizacional, donde sus relaciones con sus supervisores, sus compañeros, los clientes y los ciudadanos moldean sus motivaciones y juicios. 
 
 Conforme miramos atrás en estas obras fundacionales, tenemos que reconocer cuánto ha cambiado el contexto organizacional del trabajo en los puntos de primera línea. Durante las últimas cuatro décadas, las organizaciones públicas se han vuelto —como analizan con mayor profundidad Norma Riccucci (2010) y Lael Keiser (2010)— lugares de trabajo más diversos, y el empleo igualitario y los derechos civiles se han institucionalizado dentro de las organizaciones. Además, en las décadas de 1960, 1970 y principios de la de 1980, la mayoría de los burócratas de nivel de calle aún trabajaba en organizaciones públicas grandes. La ola de subcontratación de organizaciones lucrativas y no lucrativas para la provisión de servicios, que discuten Jocelyn Johnston y Barbara Romzek (2010) así como Wolfgang Bielefeld et al. (2010), no había alcanzado a los servicios públicos. Con la excepción de las labores de la policía y la enseñanza, el contexto organizacional de gran parte del trabajo de nivel de calle ha cambiado notablemente desde entonces, como se explica con mayor detalle en los capítulos sobre las redes interorganizacionales en la Parte IV de The Oxford Handbook of American Bureaucracy. 
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